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principios generales, así como a los mecanismos de 
implementación de un Subcomité para la Prevención de la 
Tortura y Otros  Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes del Comité contra la Tortura que responderá a 
mandatos concretos determinados en este Protocolo; por lo 
que, la Corte Constitucional encuentra que sus 
disposiciones guaran consonancia con los principios, 
valores, derechos y normas de la Constitución de la 
República, por lo que considera que no existe impedimento 
para su aprobación y ratificación, en aplicación del 
procedimiento contemplado constitucionalmente para el 
efecto.  
 

 

V.   DECISIÓN 
  

Por lo expuesto, administrando justicia constitucional y por 
mandato de la Constitución de la República, el Pleno de la 
Corte Constitucional, para el período de transición, en 
ejercicio de sus atribuciones,  

 
 

DICTAMINA: 
 
1. Emitir dictamen favorable de constitucionalidad del 

Protocolo Facultativo de la Convención Contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, por cuanto es compatible con la vigente 
Constitución de la República del Ecuador y, por 
consiguiente, se debe continuar con el proceso de 
aprobación. 

 
2. Declarar que al mantener el Acuerdo examinado plena 

armonía y concordancia con los preceptos consagrados 
en la Norma Fundamental ecuatoriana, es procedente 
continuar con el trámite pertinente para su aprobación y 
posterior ratificación.  

 
3. Devolver el expediente al señor Presidente 

Constitucional de la República. 
 
4. Notifíquese, publíquese y cúmplase.  
 

 

f.) Dr. Patricio Pazmiño Freire, Presidente. 
 
f.) Dr. Arturo Larrea Jijón, Secretario General. 
 
 
 
Razón: Siento por tal, que el Dictamen que antecede fue 
aprobado por el Pleno de la Corte Constitucional, para el 
período de transición, con siete votos a favor, de los señores 
doctores: Patricio Herrera Betancourt, Alfonso Luz Yunes, 
Diego Pazmiño Holguín, Fabián Sancho Lobato, Manuel 
Viteri Olvera, Edgar Zárate Zárate y Patricio Pazmiño 
Freire; sin contar con la presencia de los doctores: Luis 
Jaramillo Gavilanes y Hernando Morales Vinueza, en sesión 
extraordinaria del día jueves 13 de agosto del 2009. Lo 
certifico. 
 
f.) Dr. Arturo Larrea Jijón, Secretario General. 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL.- Es fiel copia del original.- 
Revisado por  ......- f.) Ilegible.- Quito, a 7 de septiembre 
del 2009.- f.) El Secretario General.  

D. M., Quito, 1 de septiembre del 2009 
 
 

SENTENCIA  INTERPRETATIVA   
Nº  0003-09-SIC-CC 

 
 

CASO  Nº  0011-09-IC 
 
 
Juez Constitucional Ponente: Dr. Edgar Zárate Zárate 
 

I.  ANTECEDENTES: 
 
Dra. Tania Arias Manzano, Presidenta del Tribunal 
Contencioso Electoral, mediante escrito ingresado el 22 de 
junio del 2009 a la Secretaría General de la Corte 
Constitucional, solicita a los Jueces y Juezas de la Corte 
Constitucional, para el período de transición, que procedan 
a interpretar el artículo 18 del Régimen de Transición de la 
Constitución; el último inciso del artículo 17 del 
mencionado Régimen de Transición; el numeral 12 del 
artículo 208 de la Constitución de la República y el artículo 
76 de la Constitución de la República, a fin de que se 
determine su alcance y espíritu, según le corresponde el 
propio texto de la Constitución, y guiada por la naturaleza 
del Estado ecuatoriano. En tal virtud, se procede con lo 
establecido en el artículo 436.1 de la Constitución de la 
República vigente y artículos 19, 20 y siguientes de las 
Reglas del Procedimiento para la Ejecución de las 
Competencias de la Corte Constitucional, para el periodo de 
transición. 

 
La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el 
período de transición, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 7 de las Reglas de Procedimiento para el 
ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, 
certificó que la acción de interpretación constitucional N.º 
0011-09-IC, respecto de las disposiciones arriba anotadas, 
no ha sido presentada anteriormente con identidad de 
sujeto, objeto y acción. Igualmente, la Sala de Admisión, 
conformada por los doctores: Patricio Pazmiño, Roberto 
Bhrunis Lemarie y Edgar Zárate Zárate, el 12 de agosto del 
2009 a las 17H05, de conformidad con la Resolución del 20 
de octubre publicada en el Suplemento del Registro Oficial 
N.º 451 del 22 de octubre del 2008 y en base a las Reglas de 
Procedimiento para el Ejercicio de Competencias de la 
Corte Constitucional, consideró en lo principal: “Admitir” 
a trámite la solicitud de interpretación constitucional antes 
identificada. 

 
El 26 de agosto del 2009, se realizó el sorteo de rigor, tal 
como lo establece el art. 8 de las Reglas de Procedimiento 
para el Ejercicio de las Competencias de la Corte 
Constitucional, para el período de transición, consecuencia 
de lo cual se radicó el caso en la Segunda Sala de 
Sustanciación de la Corte Constitucional, siendo designado 
luego del sorteo correspondiente como Juez Constitucional 
Sustanciador el Dr. Edgar Zárate Zárate. 
 
Normas constitucionales cuya interpretación se solicita 
 
Constitución de la República del Ecuador, Artículo 18 del 
Régimen de Transición; el último inciso del Artículo 17 del 
Régimen de Transición; el numeral 12 del artículo 208 de la 
Constitución; y el artículo 76 de la Constitución. (Registro 
Oficial N.º 449 del 20 de octubre del 2008). 

elarrea
Resaltado
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Descripción del caso 
 
Mediante Mandato Constituyente N.º 22, del 24 de octubre 
del 2009, la Asamblea Constituyente designó 
transitoriamente los miembros principales y suplentes del 
Tribunal Contencioso Electoral. (Copia textual). Entre los 
designados estuvo el Dr. Jaime Segovia Medina, quien se 
excusó al cargo de Miembro Suplente del Tribunal 
Contencioso Electoral ante la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización, el 18 de noviembre del 2008. Ahora bien, 
para el trámite de juzgamiento de la infracción electoral 
número 404-09, en el Tribunal Contencioso se debió sortear 
entre los jueces y las juezas suplentes a aquel o aquella que 
debía conocer la causa, en primera instancia, toda vez que 
los jueces principales habían resuelto otro caso del que se 
derivaron las responsabilidades materia de juzgamiento en 
el proceso en referencia. En primera instancia, le 
correspondió resolver al Juez Suplente del Tribunal, Juan 
Ycaza Vega. De éste fallo, la procesada interpuso recurso 
de apelación. Dicho recurso, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 93 del Reglamento de Trámites en el Tribunal 
Contencioso Electoral, debe ser conocido por una sala 
compuesta por tres jueces del tribunal que no hubieren 
conocido la causa en primera instancia y precisamente, la 
Dra. Arias, titular del Tribunal Contencioso Electoral, 
expresa que los jueces principales están inhabilitados para 
conocer el proceso en mención, por lo que debían proceder 
a sortear la causa entre los restantes cuatro miembros 
suplentes del Tribunal, presentándose el problema al 
momento de la conformación de la sala de apelación, 
porque Jaime Segovia Medina se encuentra inhabilitado 
para principalizarse, debido a que se excusó para el cargo de 
Miembro Suplente del Contencioso Electoral. Es por estos 
motivos que el Tribunal, en su imposibilidad de conformar 
el ente de alzada que conozca la apelación y de tal forma 
tutele efectivamente los derechos de la recurrente, solicita a 
la Corte Constitucional la interpretación de las 
disposiciones constitucionales que a continuación 
citaremos.      
 
Petición Concreta 

 
Se solicita que la Corte Constitucional interprete el alcance 
de las siguientes normas: el artículo 18 del Régimen de 
Transición de la Constitución; el último inciso del artículo 
17 del mencionado Régimen de Transición; el numeral 12 
del artículo 208 de la Constitución y el artículo 76 de la 
Constitución de la República, según le corresponde, por 
mandato propio del texto de la Constitución de la República 
del Ecuador contenido en el artículo  436 que dice:  

 
“La Corte Constitucional ejercerá, además de las que 
le confiera la ley, las siguientes atribuciones: 
 
1. Ser la máxima instancia de interpretación de la 
Constitución […]”.  

 
Debiendo dilucidar por tanto, los siguientes puntos: 
 
“1. Si el nombramiento de un juez o jueza suplente deberá 
ser realizado por: 
 
a) Tribunal Contencioso Electoral: El órgano que para el 
período de transición fue nombrado por la Asamblea 
Constituyente, pero que una vez desaparecido, queda la 
laguna sobre el procedimiento de la designación de 
reemplazos toda vez que el Régimen de Transición no lo 

prevé. El artículo 15 del Régimen de Transición otorga a los 
organismos que son parte de la Función Electoral la 
competencia para dictar las normas que fuesen necesarias 
para viabilizar la aplicación del nuevo ordenamiento 
constitucional […]. 
 
b) Comisión Legislativa y de Fiscalización: Puesto que la 
Asamblea Constituyente fue la autoridad nominadora de las 
juezas y jueces principales y suplentes del Tribunal 
Contencioso Electoral, y tomando en consideración que la 
disposición final del Mandato Constituyente No. 22 
establece que las autoridades que no llegasen a posesionarse 
durante la vigencia del órgano constituyente, lo harán por 
delegación expresa ante la Comisión de Legislación y 
Fiscalización. 
 
c) Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: en 
virtud de que el artículo 208, numeral 12 de la Constitución 
de la República, establece que la designación de los jueces 
del Tribunal Contencioso Electoral le corresponde al 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, pero 
el proceso de selección, de conformidad a la Constitución, 
procederá una vez concluido el proceso electoral, situación 
que no ha ocurrido. 
 
2. Si la designación de la jueza o juez suplente del Tribunal 
puede recaer en cualquier profesional que tenga los 
requisitos constitucionales requeridos para ejercer el cargo, 
o en uno de los postulantes que presentaron su candidatura 
a la Asamblea Constituyente en el mes de octubre de 2009 y 
que en esa oportunidad no fueron designados”. (Copia 
textual). 
 
Siendo opinión del consultante que la designación del juez 
o jueza suplente del Tribunal Contencioso Electoral sea 
efectuada por el propio Tribunal, en ejercicio de su 
capacidad normativa delegada por el Régimen de 
Transición, por corresponder al interés constituyente de 
viabilizar la aplicación del nuevo marco constitucional de 
forma eficiente, recayendo la designación en un profesional 
que cumpla con los requisitos establecidos en la 
Constitución.     
 

II.   PARTE  MOTIVA 
 
Competencia de la Corte 
 
La Corte Constitucional es competente para conocer y 
resolver el presente caso, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 27 del Régimen de Transición, publicado con la 
Constitución de la República del Ecuador, en el Registro 
Oficial N.º 449 del 20 de octubre del 2008 y la Resolución 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.º 451 del 
22 de octubre del 2008. 
 
Competencia particular de la Corte para resolver 
solicitudes de interpretación de la Constitución 

 
La Corte Constitucional es competente para conocer y 
pronunciarse sobre las acciones de interpretación 
constitucional, en este caso, de los artículos: 18 del 
Régimen de Transición publicado con la Constitución de la 
República; el último inciso del artículo 17 del mencionado 
Régimen de Transición; el numeral 12 del artículo 208 de la 
Constitución de la República y el artículo 76 de la 
Constitución de la República, conforme lo establecido en 
los artículos 436, numeral 1 de la Constitución y artículo 19 
de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las 
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Competencias de la Corte Constitucional, para el periodo de 
transición, publicadas en el Registro Oficial N.º 466 del 13 
de noviembre del 2008, pues la Corte Constitucional debe 
pronunciarse, a petición de parte, sobre la interpretación de 
las normas constitucionales.   

 
Finalidad de la interpretación constitucional 
 
Conforme con lo establecido en el artículo 20 de las Reglas 
de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de 
la Corte Constitucional, para el periodo de transición, se 
reconoce que la interpretación constitucional debe proceder 
respecto “de norma o normas constitucionales1 o Tratado(s) 
Internacional(es) de Derechos Humanos que pudieren ser 
obscuras, ininteligibles, contradictorias, dudosas o 

contener vacíos que impidan su efectiva aplicación”. 

 

En este sentido, se verificará los parámetros antes 
señalados, ya que sería inadvertencia aceptar que textos 
claros, no contradictorios y sin vacíos, sean requeridos para 
la interpretación ante la Corte Constitucional. Aclarando 
que según Lenz “sería un error aceptar que los textos 
jurídicos solo necesitan interpretación cuando los textos 
aparecen específicamente <<obscuros>>, <<poco claros>> 
o <<contradictorios>>; más bien todos los textos jurídicos 
en principio, son susceptibles de y necesitan 
interpretación”2. 

 
Cabe mencionar que en anteriores oportunidades la Corte 
Constitucional, para el periodo de transición, ha realizado 
interpretación constitucional; así se cita la Sentencia N.º 
001-08 SI-CC, que consideró necesario responder, ¿que 
significa interpretar? Esta señala que es: “atribuir el 
significado de una cosa”3,  “explicar o declarar el sentido 
de una cosa, y principalmente de textos faltos de claridad”. 
Asimismo, se afirma que la interpretación se basa en la 
hermenéutica que constituye una crítica a la simple 
exégesis. La teoría de la interpretación del derecho no es 
otra cosa que un método abstracto en el cual se condensan 
las experiencias obtenidas en el “arte de la interpretación”. 
Así, se  realizó un reconocimiento histórico de los 
principios de interpretación constitucional y legal, pasando 
por el método histórico, textual, lógico y la subsunción, 
considerando que estos son mecanismos válidos de 
interpretación que al relacionarse con el constitucionalismo 
se complementan, “pues los métodos de interpretación 
racional basados en la argumentación. […] es una tesis 
defendida por Konrad Hesse, Gustavo Zagrebelski; o, 
Manuel Atienza, la labor del intérprete constitucional no se 
remite a la descripción lógica de la norma, sino que se 
concreta en construcción de un argumento racional que 
permita explicar esa norma en diversos contextos.” 
 
En tal virtud, las normas constitucionales deben ser 
adaptadas a una realidad social, es lo que en la doctrina se 
conoce como la “concretización”, así, el Juez Marshall 
manifiesta que: “No debemos olvidar que es una 
Constitución lo que estamos interpretando, una 
Constitución destinada a resistir épocas futuras, y 
consiguientemente a ser adaptable a las variadas crisis de 
los asuntos humanos”4.   

 
Determinación de los problemas jurídicos a ser 
examinados 

 
Corresponde al Pleno de la Corte Constitucional determinar 
los problemas jurídicos constitucionales, cuyo 

entendimiento es necesario para el pronunciamiento en 
derecho en el presente caso. Tomando en consideración que 
para proceder a la interpretación constitucional de las 
normas en cuestión, se toma en cuenta que estas normas no 
pueden ser interpretadas de forma aislada, sino que deben 
considerarse dentro del conjunto de la Constitución5. 
 

Ahora bien, a continuación procederemos a la transcripción 
de las normas a ser interpretadas, comenzando con el 
artículo 18 del Régimen de Transición de la Constitución, 
en el que se establece: 
 

Art. 18.- “(Función Electoral) Con el fin de posibilitar la 
inmediata realización del proceso electoral dispuesto en este 
Régimen de Transición, la Asamblea Constituyente 
designará a quienes transitoriamente conformarán el 
Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso 
Electoral.  
 

Los integrantes de estos órganos así designados, serán 
reemplazados por quienes resulten ganadores de los 
concursos establecidos en la Constitución. El proceso de 
selección dará inicio una vez concluido el proceso 
electoral.”  
 

En la disposición arriba anotada es clara la voluntad del 
constituyente, en el sentido de no permitir que el órgano 
electoral quede en acefalía, y por lo tanto, no se interrumpa 
el proceso democrático, esto es, la realización de los 
comicios electorales para la designación de las nuevas 
autoridades establecidas en la Constitución, permitiendo, 
así, que el derecho fundamental a la participación política, 
condensado en el postulado de elegir y ser elegido, 
contenido en el numeral 1 del artículo 61 de la Constitución 
de la República, sea efectivo. La calidad de transitoria de la 
Función Electoral, y concretamente en el presente caso del 
Tribunal Contencioso Electoral, se debe a que los miembros 
que actualmente ejercen estas funciones no han sido 
nominados conforme al procedimiento establecido en la 
Constitución, es decir, a través de la selección en concurso 
llevado adelante por el Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social, mecanismo de selección que por mandato 
expreso se efectivizará una vez que concluya el proceso 
electoral, situación que es observada en el numeral 12 del 
artículo 208 de la Constitución que señala entre las 
atribuciones y deberes del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social: 
 

 
 
1  Las disposiciones transitorias, así como el Régimen de 

Transición aprobado por el pueblo ecuatoriano a través de 
referéndum son parte del texto constitucional. 

 
2  Lenz, citado por HOYOS, A, La Interpretación Consti-

tucional, Santa Fe de Bogota, editorial Temis, 1998, p. 2. 
 
3  María Moller, Diccionario, citado en la sentencia No.- 0001-

08-SI-CC. 
 
4  Citado por Carlos Santiago Nino, en Fundamentos de Derecho 

Constitucional, Editorial Astrea, Primera reimpresión, Buenos 
Aires, 2000, pág. 81.  

 
5  Así el artículo 427 de la Constitución establece que: “Las 

normas constitucionales se interpretarán por el tenor literal que 
más se ajuste a la Constitución en su integralidad. En caso de 
duda, se interpretarán en el sentido que más favorezca a la 
plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad 
del constituyente, y de acuerdo con los principios generales de 
la interpretación constitucional.”. 
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“12. Designar a los miembros del Consejo Nacional 
Electoral, Tribunal Contencioso Electoral y Consejo de la 
Judicatura, luego de agotar el proceso de selección 
correspondiente.”      
 
El último inciso del artículo 17 del Régimen de Transición 
expresa que: “Esta Comisión Legislativa y de Fiscalización 
cumplirá las funciones de la Asamblea Nacional previstas 
en la Constitución, hasta que se elijan y se posesionen los 
Asambleístas, conforme lo establecido en este Régimen de 
Transición”; disposición normativa que implica que las 
funciones que desempeña la Asamblea Nacional, previstas 
en el texto constitucional, pasarán a ser cumplidas por la 
Comisión Legislativa y de Fiscalización hasta que sean 
electos y posesionados los nuevos asambleístas, posición 
que denota la voluntad del constituyente de no dejar a la 
estructura institucional sin una de sus funciones principales, 
como es el órgano legislativo, respondiendo así a la 
necesaria tarea que implica el período de transición con la 
correspondiente aprobación de cuerpos normativos que 
desarrolle la Constitución, así como de efectuar las tareas de 
fiscalización y demás atribuciones constitucionales y legales 
de competencia de la Asamblea Nacional. 
 
En tanto que el artículo 76 de la Constitución de la 
República expresa: “En todo proceso en el que se 
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o 
judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y 
los derechos de las partes. 

 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las 

siguientes garantías: 
 

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en 
ninguna etapa o grado del procedimiento. 
 
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de 
condiciones. 
 
k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, 
imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales 
de excepción o por comisiones especiales creadas para el 
efecto. 
 
m) Recurrir el fallo o resolución en todos los 
procedimientos en los que se decida sobre sus derechos.” 
 
La norma constitucional anotada hace referencia a la 
institución del debido proceso, principio fundamental 
entendido en el sentido formal, como el hecho de que 
ninguna persona puede ser juzgada, sino de conformidad al 
procedimiento previamente establecido; así, tenemos como 
el artículo 76 de la Constitución de la República vigente 
contempla la garantía constitucional del debido proceso, en 
concordancia con el artículo 10 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y el artículo 8 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José6. 
 
Para Arturo Hoyos, a través del debido proceso “debe 
asegurarse a las partes oportunidad razonable de ser oídas 
por un tribunal competente, predeterminado por la ley, 
independiente e imparcial de pronunciarse respecto de las 
pretensiones y manifestaciones de la parte contraria, de 

aportar pruebas lícitas relacionadas con el objeto del 
proceso y de contradecir las aportadas por la contraparte, de 
hacer uso de los medios de impugnación consagrados por la 
ley contra resoluciones judiciales motivadas y conformes a 
derecho, de tal manera que las personas puedan defender 
efectivamente sus derechos”7. En este sentido, Carlos 
Bernal Pulido manifiesta que de la extensa lista de derechos 
fundamentales contenidos en las constituciones actuales, se 
podría reducir a cinco los derechos fundamentales 
generales, estos son: el derecho general de libertad, el de 
igualdad, el de protección, el de organización y el del 
debido proceso8. Lo señalado por el autor colombiano 
denota la importancia de la garantía constitucional del 
debido proceso como presupuesto para la realización de 
otros derechos fundamentales, sean éstos los de libertad, o 
conocidos también como derechos civiles y políticos en la 
nomenclatura clásica, así como, los del buen vivir, o 
también llamados derechos económicos, sociales y 
culturales. La noción doctrinaria de observar al debido 
proceso en su interdependencia con otros derechos 
fundamentales, así como de mecanismo de protección de 
otros derechos, se encuentra plasmada en el artículo 11, 
numeral 6 de la Constitución de la República, que expresa: 
“Todos los principios y derechos son inalienables, 
irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual 
jerarquía”. 
 
Ahora bien, para responder al primer cuestionamiento 
formulado por las autoridades electorales, sobre quién debe 
nombrar al juez o jueza suplente del Tribunal Contencioso 
Electoral, que sea el propio Tribunal Contencioso Electoral, 
debido a que esta Corte estima que el artículo 427 de la 
Constitución de la República establece que las normas 
constitucionales se interpretarán por el tenor literal que más 
se ajuste a la Constitución en su integralidad, concepto 
último que hace referencia a un principio fundamental de la 
interpretación, esto es que el texto constitucional debe ser 
interpretado en su conjunto, como un todo orgánico, de tal 
forma que se puedan salvar las posibles omisiones y lagunas 
existentes en la Constitución. Así podemos observar como, 
precisamente, el objeto de la presente consulta hace 
mención a la falta de regulación en el caso de la designación 
de los jueces suplentes en el régimen de transición, por lo 
tanto, acudiremos a la hermenéutica constitucional que a 
través de los principios de unidad de la Constitución, de 
concordancia práctica, de corrección funcional, de eficacia 
integradora, y sobre todo del principio prohomine, 
contenido en el artículo 11, numeral 5 de la Constitución de 
la República, nos permite colegir que los posibles vacíos 
jurídicos son suplidos por una adecuada interpretación 
constitucional. Así, con esta base doctrinaria podemos 
colegir que el propio  Tribunal  Contencioso  Electoral,  por  
 
 
 
6  Instrumentos internacionales de protección de derechos 

humanos ratificados por el Estado ecuatoriano, cuyas 
disposiciones forman parte de nuestro ordenamiento jurídico y 
deben ser aplicados bajo los principios pro ser humano, de no 
restricción de derechos, y de aplicabilidad directa, según lo 
dispone el artículo 417 de la Constitución.  

 
7  Citado por Miguel Hernández Terán en “El Debido Proceso en 

el Marco de la Nueva Constitución Política, opúsculo, “Debido 
Proceso y Razonamiento Judicial”, página 13.  

 
8  Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los derechos, Universidad 

Externado de Colombia, Bogotá 2005, pág. 333.  
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voluntad del constituyente originario, estaría facultado para 
que en ejercicio de su capacidad normativa delegada por el 
Régimen de Transición, proceda al establecimiento de un 
mecanismo que le permita la designación del cargo de juez 
suplente que se encuentre vacante, en concordancia con el 
artículo 15 del Régimen de Transición. 
 
En relación al segundo cuestionamiento referente a que si la 
designación puede recaer en cualquier profesional que 
cumpla los requisitos constitucionales para ejercer el cargo, 
o en uno de los postulantes que presentaron su candidatura 
a la Asamblea Constituyente en octubre del 2008 y no 
fueron electos, consideramos que el artículo 1 de la 
Constitución de la República vigente establece: “El Ecuador 
es un Estado constitucional de derechos y justicia (…)”, 
calificativo que denota a la Constitución como 
determinadora del contenido de la ley, el acceso y el 
ejercicio de la autoridad y la estructura del poder9, siendo 
los derechos de las personas a la vez, límites del poder y 
vínculos10, por lo que la Constitución de la República es de 
directa e inmediata aplicación, y los derechos y garantías en 
ella contenidos justifican el orden institucional; por lo tanto, 
somos del criterio de que en aras de precautelar de forma 
expedita e inmediata la protección de los derechos a la 
participación política de la persona que solicitó el recurso 
de apelación ante el Tribunal Contencioso Electoral, sean 
consideradas, para ocupar la vacante de juez suplente, las 
personas que participaron en su momento y no fueron 
escogidas, siguiendo el orden de mejor puntuación que en 
aquel entonces obtuvieron, guardando así conformidad con 
el artículo 228 de la Constitución, que establece que el 
ingreso al servicio público, ascenso y  promociones, se 
realizará mediante concurso de méritos y oposición.    
 
 

III.   DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia 
constitucional y por mandato de la Constitución de la 
República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional 
para el período de transición, expide la siguiente:   
 
 

SENTENCIA:  
 
1. Interpretar con carácter de vinculante los artículos 18 del 
Régimen de Transición; el último inciso del Artículo 17 del 
Régimen de Transición; el numeral 12 del artículo 208 de la 
Constitución de la República; y el artículo 76 de la 
Constitución de la República, en el sentido que sea el 
mismo Tribunal Contencioso Electoral el competente para 
designar a los jueces y juezas suplentes necesarios para 
integrar el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral en caso 
de ausencia de los jueces titulares y/o suplentes designados 
por la ex Asamblea Constituyente del 2008.  
 
 
 
 
 
9  Avila Santamaría, Ramiro, Ecuador Estado constitucional de 

derechos y justicia, en “Constitución del 2008 en el contexto 
andino”, Serie Justicia y Derechos Humanos, 
Neoconstitucionalismo y Sociedad, No. 3, Ministerio de 
Justicia, Quito, 2008, pág. 22. 

 
10  Ibd. Pág. 22 
 

2. Estas designaciones, que tendrían vigencia únicamente 
para el periodo de transición, deberán realizarse tomando en 
cuenta la lista de candidatos elegibles que no fueron 
nombrados por la misma ex Asamblea Constituyente. 
 
3. Notifíquese, publíquese y cúmplase.  
 
 
f.) Dr. Edgar Zárate Zárate, Presidente (E). 
 
f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General (E). 

 
 

Razón: Siento por tal, que la Sentencia Interpretativa que 
antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional, para el período de transición, con siete 
votos a favor, de los doctores: Roberto Bhrunis Lemarie, 
Patricio Herrera Betancourt, Miguel Angel Naranjo, Freddy 
Donoso Páramo, Nina Pacari Vega, Manuel Viteri Olvera y 
Edgar Zárate Zárate; sin contar con la presencia de los 
doctores: Hernando Morales Vinueza y Diego Pazmiño 
Holguín, en sesión del día martes primero de septiembre del 
dos mil nueve. Lo certifico. 
 
f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General (E). 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL.- Es fiel copia del original.- 
Revisado por  ......- f.) Ilegible.- Quito, a 7 de septiembre 
del 2009.- f.) El Secretario General.  
 
 
 
 
 

 
 

Quito, D. M., 13 de agosto del 2009  
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I.   ANTECEDENTES 

 
Resumen de Admisibilidad 
 
La abogada Ursula Irene Jumbo Pinto presenta acción de 
inconstitucionalidad, que ingresa a la Corte Constitucional, 
para el período de transición, el 16 de marzo del 2009.   
 
De conformidad con el art. 7 de las Reglas de 
Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la 
Corte Constitucional, para el período de transición, el 
Secretario General certificó que en referencia a la acción N.º 
007-09-IN no se ha presentado otra solicitud con identidad 
de sujeto, objeto y acción.   




